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"Lo siento por Atila, pero el arte de decidir cómo 
han de vivir los hombres es todavía más complejo que 
el arte de masacrarlos.". (Clémenceau) 
Los conflictos armados en el mundo siguen siendo 
un tema de actualidad en la agenda internacional. El 
fin de la Guerra Fría, por lo que tenía de ilusión de un 
mundo menos conflictivo, nos pudiera hacer percibir 
que se ha producido un aumento considerable de 
dichos conflictos armados, una vez la "máscara" que 
impedía la agudización de las tensiones ha desapa-
recido y han aflorado viejos odios. y nuevos agravios en 
muchos países. Sin embargo, el mapa de los mismos 
nos permite señalar que, aunque han variado, desde el 
punto de vista geográfico, algunas de las áreas de alta 
inestabilidad internacional, el número total de 
conflictos armados civiles y/o regionales no ha 
aumentado espectacularmente. 
Dos hechos nos pueden haber conducido a la 
p erce pción de un aumento de la conflictividad 
internacional. En primer lugar, diversos conflictos han 
estallado en los últimos tiempos en áreas que durante 
décadas se han caracterizado por su relativa esta-
bilidad: los Balcanes, el Cáucaso. Estos conflictos, por 
la proximidad geográfica y por surgir tras el 
derrumbamiento de la Unión Soviética, nos han 
acercado a las puertas de casa la realidad de la 
violencia armada. En segundo lugar, la desaparición 
del encorsetamiento político y militar característico del 
sistema bipolar ha hecho que la comunidad inter-
nacional se muestre cada vez más predispuesta a frenar 
las guerras civiles que asolan a muchos países del mapa 
internacional. Este hecho, que aparece estrechamente 
relacionado con la renovada vol untad de las 
organizaciones internacionales y regionales por poner 
fin a estas situaciones de violencia armada, ha 
provocado la emergencia de numerosas voces que, 
desde los círculos de decisión política de muchos 
países , claman por la legitimidad del principio del 
"derecho" de injerencia por razones humanitarias. 
Esta situación ha generado paradojas significativas 
que es necesario señalar respecto a la actuación o 
inaccción de algunos países y/o organIzacIones 
internacionales en varios de los conflictos más 
importantes de este año. 
La espectacular actividad desplegada por el 
Consejo de Seguridad de Naciones Unidas en la bús-
queda de soluciones pacíficas a muchos conflictos ha 
tenido logros importantes, como el compromiso que ha 
puesto fin al conflicto camboyano, en el que no es nada 
despreciable la colaboración de varios países de la 
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reglan. Sin embargo, en otros temas, como en el 
caso del Sáhara, la voluntad de Naciones Unidas 
no ha sido un arma de presión suficiente para 
conseguir, ni tan siquiera, el continuadamente 
aplazado referéndum sobre autodeterminación o 
integración en Marruecos . 
La positiva labor de la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU), si bien ha alcanzado 
pequeñas victorias en casos como el de Rwanda, 
se ha visto oscurecida en conflictos prolongados 
como los de Angola y Mozambique, donde las 
posibilidades de impl ementación de acuerdos de 
pacificación se ven obstaculizados por la vio-
lencia armada de una de las partes o por las 
dificultades financieras y de disponibilidad de 
fuerzas internacionales que velen por el futuro 
de esos acuerdos. 
No obstante, la efectividad de la ONU en 
muchos conflictos armados -los casos de 
Somalia, Bosni a- es cada vez más contestada 
desde amplios sectores de la comunidad inter -
nacional, tanto por lo que respecta a la eventual 
solución de los mismos como en lo referente a la 
decisión de actuar (¿es más desga -
rradora la situación de la población 
"La actuación en Somalia que en Sudán o 
de Naciones Unidas 
en la búsqueda de 
Chad?, ¿con qué criterios se 
miden los sufrimientos de las 
poblaciones civiles?). 
soluciones pacíficas 
a los conflictos 
De la misma forma, la 
actuación de Naciones Uni-
das y de algunas potencias in-
ternacionales en casos como el 
de lrak es susceptib le de lecturas 
políticas interrelacionadas: carencia 
armados no 
es universal" 
de diseño regional consensuado inter-
nacionalmente que deja en manos de Estados 
Unidos la hegemonía en la región del Golfo, 
permanencia de sanciones internacionales que 
pueden generar situaciones de agravio com-
parativo con respecto a otros conflictos, no 
integración de Irak en su medio regional, con lo 
que difícilmente se puede conseguir la 
estab ilidad en la zona. 
La actuación de Naciones Unidas en la 
búsqueda de so luciones pacíficas a los conflictos 
armados no es universal. En algunos de ellos, 
como en el de Afganistán, la solución ha venido 
dada desd e el marco regional. De forma 
paralela, existen otros conflictos en los que la 
violencia armada ha proseguido -como en la 
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zona del Cáucaso- sin que ni aciones Unidas se 
imp li cara ni las diferentes organizaciones pan-
regionales de seguridad hay a n encontrado 
fórmulas satisfactorias de solución. Por opo-
sición, tambi é n nos encontramos con casos 
-como el de Oriente Medio- en que no son ni 
Naciones Unidas ni las organizaciones regionales 
las implicadas directamente en la búsqueda de 
compromisos. En este caso es la tarea de 
mediación de algunos Estados el factor 
determinante que ha conducido a acuerdos 
parciales de alto valor político y cuya 
implementación está lejos de ser automática. 
La estabilidad en el Sudeste Asiático 
Según todos los indicios, el cese de la guerra 
ha llegado a Camboya. El país, en cuyo conflicto 
civil Naciones Unidas asumió un papel 
fundamental mediante los trabajos de la U TAC 
(A utoridad Transitoria de las Naciones Unidas 
para Camboya) y el despliegue de fuerzas 
internacionales, iniciado en marzo de 1992, ha 
podido finalmente celebrar unas elecciones 
generales en el plazo previsto de marzo de 1993. 
El entendimiento político entre el partido 
vencedor de las elecciones -el monárquico 
FUNCINPEC (Frente Unido Nacional para una 
Camboya Independiente, Neutral, Pacífica y 
Cooperativa)- y el Partido del Pueblo -neo-
comunista y representante del hasta entonces 
poder gubernamental- ha posibilitado la creación 
de un gobierno de coalición nacional para 
afrontar las tareas de reconstrucción del país. 
La tácita aceptación de estos resultados 
por las facciones ;mers, que se negaron a 
participar en las e lecciones y que ya habían 
manifestado su frontal rechazo a los Acuerdos 
de Paz de París firmados en octubre de 1991, 
es fruto de los deseos de varios Estados de la 
región y de los esfuerzos de la comunidad 
internacional por cerrar un episodio de la 
dramática historia camboyana reciente. En este 
sentido, en la actitud de los ;mers han influido 
tanto las sanciones de la ONU, que empezaron 
a ejecutarse a principios de año, como la 
decisión del gobierno tailandés de cerrar sus 
fronteras con Camboya en las zonas con-
troladas por los ;mers rojos. También, sin 
lugar a dudas, ha contribuido la actuación 
militar del gobierno camboyano. En julio, el 
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Ejército Nacional Camboyano, controlado por 
el Gobierno Provisional formado a principios 
de e se mes, lanzaba una ofensiva militar 
contra las posiciones de los ¡mers rojos, al 
tiempo que el gobierno les volvía a proponer 
una iniciativa de colaboración a cambio de su 
rendición y el sometimiento al mando militar 
unificado. 
Por fin la Asamblea Constituyente, elegida 
en mayo de 1993 como parte del Plan de Na-
ciones Unidas para Camboya, ratificó una nueva 
Constitución. Con la elección del príncipe 
Norodom Sihanuk como jefe de Estado se ponía 
fin al mandato de la UNTAC en el país. 
Paralelamente, la política de presión contra los 
¡mers rojos empezaba a dar sus frutos, ini-
ciándose la rendición de algunos de sus grupos. 
Se abre así una nueva etapa de lenta y progresiva 
integración camboyana en la vida política y 
económ ica regional. Tras su reincorporación a 
las reuniones del Movimiento de los No-
Alineados , su pronta participación en algunas de 
las instituciones de la ASEAN (Asociación de 
Naciones del Asia Sudoriental ) auguran una 
futura normalización de las relaciones entre los 
países del Sudeste Asiático. 
La dramática situación en el África 
Central y Austral 
La experiencia de este año ha venido a 
mostrar la .frágil estructura estatal de varios 
países de la región. Tanto en Ruanda como en 
Burundi los estallidos de violencia civil entre 
diferentes grupos étnicos han sido continuos a lo 
largo del año. En agosto se realizaba, en 
Ruanda, finalmente y con la mediación tanzana, 
la firma de un acuerdo de paz entre el gobierno 
y las fuerzas del Frente Patriótico de Ruanda, 
que ponía fin a la rebelión iniciada en octubre 
de 1990. El Plan de Naciones Unidas para la 
pacificación del país permitía el envío de fuerzas 
para actuar de "zona tapón" entre los dos 
bandos enfrentados hasta la completa inte-
gración de las dos partes en un ejército nacional 
unificado y la celebración de elecciones, 
previstas para 1995. La lucha, de cuyo fin aún 
no existen garantías completas, ha dejado un 
saldo de cientos de muertos y miles de 
desplazados hacia otras zonas del país o hacia 
los países vecinos, Uganda y Tanzania. 
No obstante, en la zona austral africana, el 
año se ha caracterizado por la debilidad de los 
acuerdos de paz alcanzados en los últimos meses 
entre los sectores en guerra civil en dos de los 
países de mayores dimensiones territoriales de la 
zona: Angola y Mozambique. 
En Angola, la renovada gu e rra civil de 
principios de este año tiene su causa más 
inmediata en el rechazo de la UNIT A (Unión 
Nacional para la Independencia Total de 
Angola ) de Savimbi de los resultados de las 
elecciones generales celebradas en septiembre de 
1992 y controladas por Naciones Unidas, que 
dieron la victoria al partido gubernamental, el 
MPLA (Movimiento Popular para la Liberación 
de Angola) de Dos Santos. 
Los países valedores del acuerdo de paz de 
Bicesse de mayo de 1991 -Estados Unidos, 
Portugal y Rusia- responsabilizaron reite-
radamente a UNIT A de reiniciar la guerra civil. 
Por iniciativa de estos países, el Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas aprobó el 11 de 
marzo la Resolución 811 acusando a la UNIT A 
de la reanudación de la guerra. 
Sin embargo, las presiones internacionales 
no han conseguido que la UNITA cese sus 
operaciones militares y abandona el rechazo a 
proseguir las conversaciones de paz, y a 
mediados de año la guerra se extendía a la 
totalidad del país. De hecho, el 26 de septiembre 
de 1993 empezó a implementarse el embargo de 
petróleo y armas contra la UNITA aprobado por 
el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas 
mediante la Resolución 864 del 15 de 
septiembre, resolución que también alargaba el 
mandato de la UNAVEM 2 (Misión de Veri -
ficación de las Naciones Unidas para Angola) 
hasta diciembre. Sin embargo, no parece que las 
medidas de la ONU puedan tener una efecti-
vidad importante, ya que los materiales y 
combust ibl e almacenados por UNITA le 
permiten poder alargar sus operaciones militares 
durante dos años más. 
La decisión estadounidense de cesar su 
apoyo a la UNIT A y reconocer al gobierno de 
Dos Santos en mayo tampoco ha afectado a la 
capacidad política y militar de la UN ITA, q ue 
controla totalmente desde hace ya varios meses 
la estratégica provincia de Uige y, desde allí, ha 
podido extender sus operaciones militares a más 
del sesenta por ciento del territorio del país. Este 
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hecho es de vital importancia para la UNIT A 
por tres razones complementarias: el control de 
la región permite el flujo de armas para la 
UNITA desde el vecino Zaire; el control de 
importantes campos de diamantes permite a la 
UNITA disponer de los fondos necesarios para 
mantener el costo de la guerra por tiempo 
indeterminado y, por último, esta región es el 
centro de la etnia ovimbundu, el pri ncipal apoyo 
popular de la UNIT A. 
La guerra civil en Angola parece tener como 
única solución futura la victoria militar de una 
de las partes. No es extraño a esta percepción el 
hecho de que varios gobiernos -Reino Unido, 
Francia y Rusia ' hayan manifestado su intención 
de proveer de armamento al gobierno de Dos 
Santos, que si bien dispone de todo el apoyo de 
las grandes potencias no parece capaz de 
imponer un fin militar al conflicto armado. 
Otro de los problemas derivados de la 
guerra, cuyo final no puede preverse a corro 
plazo, es el de la necesidad de ayuda huma-
nitaria: de los once millones de habitantes del 
"EEUU tiene 
intención de 
reducir su 
país, tres necesitan ayuda alimentaria 
urgente y el número de muertos 
provocados directa o indirecta-
mente por la guerra sobrepasa 
la cifra de los mil diarios. 
protagonismo en 
Somalia para 
En Mozambique, el 
acuerdo de paz de octu bre de 
1992 alcanzado entre las dos 
partes en guerra civil (el 
Frente de Liberación de 
Mozambique -FRELlMO- y la 
dejarlo en manos 
de UNOSOM-II" 
Resistencia Nacional de 
Mozambique -RENAMO-) con la me-
diación italiana, preveía la desmovilización de 
tropas bajo los auspicios de Naciones Unidas, la 
liberación de los prisioneros de guerra y la 
creación de un ejército nacional formado por 
tropas de los dos grupos mencionados. El 
acuerdo también establecía en doce meses el 
período para la celebración de elecciones 
generales en el país. 
El primer problema que se ha planteado en 
la implementación de tal acuerdo es la im-
posibilidad de cumplimiento en los plazos para la 
celebración de las elecciones, que muy 
posiblemente no tendrán lugar hasta bien entrado 
el año 1994. El segundo problema hace referencia 
a la imposibilidad de Naciones Unidas de cumplir 
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el compromiso de enviar una fuerza internacional 
a la zona. Está todavía lejos de alcanzarse la cifra 
de 7.000 soldados como fuerza internacional 
debido a las graves dificultades para encon-
trar países con voluntad de enviar tropas a 
Mozambique. De esta forma, aunque por razones 
diametralmente distintas a las de Angola, el 
proceso de pacificación y reconstrucción del país, 
que depende en buena medida de la voluntad 
política y de la ayuda financiera internacionales, 
puede peligrar en el futuro. 
La intervención internacional en Somalia 
y la no-intervención internacional en Haití 
Sin lugar a dudas, la decidida intervención 
de Naciones Unidas en algunos conflictos civiles 
armados, como el de Somalia, ha contrastado 
con su balbuceante capacidad de acción en 
otros, como el de Haití. 
Con respecto a Somalia, país en guerra civil 
e inmerso en una dramática hambruna, el 
Consejo de Seguridad de Naciones Unidas 
decidía en diciembre de 1992 intervenir 
militarmente en el conflicto civil entre los 
diferentes seílores de la guerra, una vez la 
UNOSOM (Operación de las Naciones Unidas 
para Somalia), creada en abril de ese mismo alio, 
había fracasado en sus esfuerzos por la 
consecución de un arreglo pacífico entre los 
diferentes grupos armados. 
Este hecho posibilitaba que el conflicto civil 
de Somalia evolucionara de guerra entre 
facciones a conflicto armado entre una de las 
facciones, la de Aidid, contra las fuerzas de 
Naciones Unidas, particularmente el contingente 
estadounidense. De hecho, asistíamos a un doble 
fenómeno: por una parte, a partir de enero, y 
bajo los auspicios de la Secretaría General de 
Naciones Unidas, las catorce facciones somalíes 
en guerra reanudaban las negociaciones de paz 
en Addis Abeba, que culminarían el 27 de marzo 
con un acuerdo de paz entre las pa rtes. Por otra 
parte, a partir de junio de 1993, los enfren-
tamientos armados entre las bandas somalíes 
(que rechazaban la presencia extranjera en el 
país) y las fuerzas de Naciones Unidas 
comenzaban a ser mucho más virulentos. Esta 
situación originó la aprobación por el Consejo 
de Seguridad de Naciones Unidas de la 
resolución 837, mediante la que se decidía tomar 
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medidas de fuerza contra los supuestos 
responsables de los ataques contra las fuerzas de 
la ONU: la facción de Aidid. 
A partir de ese momento, en los meses de 
julio en adelante, las fuerzas internacionales se 
implicaban como una parte más en la lucha civil 
somalí. Una intervención militar que empezó 
constatando el colapso del principio de no 
injerencia en aras de la ayuda humanitaria a la 
población, acababa convirtiéndose en una guerra 
"internacional" entre Naciones Unidas 
(especialmente las fuerzas de Estados Unidos) y 
una de las facciones somalíes. 
De hecho, Estados Unidos tiene la intención 
de reducir su protagonismo en la guerra somalí y 
dejarlo en manos de la UNOSOM-I1, pero este 
deseo se ha visto obstaculizado por la continuada 
lucha de las tropas estadounidenses contra los 
seguidores de Aidid. Esta lucha, que está siendo 
librada sin objetivos políticos claros, ha 
provocado el rechazo de amplios sectores de la 
población somalí, víctima de los enfrentamientos, 
así como diferencias con países que también 
disponen de fuerzas en la zona -es el caso de ltalia-
por la excesiva contundencia de las operaciones 
militares estadounidenses y graves fallos de 
inteligencia militar que podrían haber tenido 
importantes repercusiones internacionales ' . 
Como contrapunto, ni Naciones Unidas ni 
Estados Unidos se han decidido por una in-
tervención militar en Haití, país donde el proceso 
de democratización iniciado con la elección a la 
presidencia del país de Jean-Bertrand Aristide 
quedó truncado en septiembre de 1991 por un 
golpe militar liderado por Raoul Cédras. 
Las elecciones legislativas parciales 
celebradas en enero de 1993 por el poder militar 
fueron boicoteadas por amplios sectores de la 
población y rechazadas tanto por EEUU como 
por la ONU, por entender que lo único que 
intentaban era legitimar al nuevo gobierno. 
No obstante, resultaría incorrecto afirmar 
que la ONU no haya intentado encontrar una 
solución al conflicto. De hecho la organización, 
actuando en estrecha coordinación con la OEA 
(Organización de Estados Americanos), nombró 
una comisión que, presidida por el mediador 
Dante Capuro, había de intentar elaborar un 
plan para la democratización del país y negociar 
con los militares haitianos el retorno del 
presidente Aristide al país en otoño de 1993. 
El acuerdo de paz entre Aristide y Cédras se 
firmaba, finalmentente, el tres de julio de 1993. 
Sin embargo, pocas semanas antes de cumplirse 
la fecha pactada para el regreso de Aristide, 
estalló la violencia política en el país, los grupos 
de observadores de Naciones Unidas eran 
repatriados (muchos de ellos a la República 
Dominicana), se aplazaba sine die la vuelta de 
Aristide a Haití y quedaba colapsado el plan de 
paz conjunto de aciones Unidas y la OEA. 
El continuado conflicto interno de Haití 
obliga a mencionar otro conflicto civil en el 
área: el de El Salvador. La guerra civi l 
salvadoreña acababa finalmente en el año 1992 
con un acuerdo entre el gobierno y el Frente 
Farabundo Martí para la pacificación del país, 
bajo el control de la ONUSAL (Comisión de 
Verificación y Control de las Naciones Unidas 
en El Salvador), y que fue celebrado inter-
nacionalmente. Sin embargo, un nuevo foco de 
tensión emergía este año al hacerse público en 
marzo el llamado Informe de la Comisión de la 
Verdad. El informe identificaba a sectores de las 
fuerzas armadas salvadoreñas como respon-
sables de la represión contra la población en el 
largo período de guerra civil y encontraba 
indicios de la implicación de EEUU en la misma 
(Keesing's, vol. 39, 3:39361). A los pocos días 
de conocerse las conclusiones de este informe, la 
Asamblea acional salvadoreña, aún 
representativa del viejo régimen hasta que se 
celebren elecciones el próximo año, aprobaba la 
concesión de una amnistía para los crímenes 
políticos cometidos con anterioridad al uno de 
enero de 1992. 
Como vemos, tanto en el caso de Haití 
como en el de El Salvador nos encontramos con 
un fenómeno que muy posiblemente se puede 
hacer extensivo a otros países que han vivido 
períodos de enfrentamiento civil: la voluntad de 
los grupos en el poder de autoexculparse, o 
conseguir una salida que garantice su control 
de ciertas parcelas de poder, como paso previo 
a la plena implementación de los mecanismos 
previstos en los diferentes procesos de 
transición hacia fórmulas más democráticas y 
de mayor integración nacional. En el caso de 
Haití, los grupos en el poder han decidido, 
mediante el uso de la amenaza de represión, 
colapsar el proceso de transición a menos que 
se garantice su participación futura en la 
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construcc ió n de l nu evo s is te ma po líti co. En e l 
caso de El Sa lva dor tod av ía es tá po r ver s i e l 
p roceso d e t ra ns ic ió n c ulmin a rá s in m ayo res 
a lte rac ion es . 
La gu erra de Bosn ia- He rzegovi na 
Desde 199 1 se ha n librado tres g ue rras en 
e l t e rrit o ri o d e l a a nti g u a Yu go sla v ia. La 
prim e r a de e ll as, de a p e n as un os d ías d e 
d uració n, se prod u jo en jun io de 199 1, cua nd o 
e l e jérc ito yugos lavo intervin o infructuosa mente 
co ntra e l intento d e Es love ni a d e alca nzar la 
ind e p e nd e n c ia . La seg und a, ini c iada p a ra le-
la mente, fue un a guerra lim itada entre Se rbi a y 
C roacia y fina li zó, de fo rm a direc ta, en enero de 
1 992 co n un a lto e l fu ego en e l fr ente se rb o-
c r oa t a, v igi la d o p o r Nac io n es Unid as, qu e 
supuso para C roac ia la pérdid a de un tercio de 
su territo ri o. La terce ra guerra es un conjunto de 
g ue rras libradas simultá nea mente en el territo ri o 
de la repúbli ca de Bos ni a- Herzego vin a. 
Mi e ntr as qu e la p r im e r a g u e rr a f u e d e 
a lca n ce ex tr e m a d a m e nt e limit a d o , 
d e bid o e ntr e o tr as razo n es a las 
"El tratamiento 
que la comunidad 
internacional ha 
dado al drama de 
Bosnia no está 
presio nes eje rci d as po r va ri os 
países (e ntre e ll os Al ema ni a) a 
fa vo r de la independ encia de 
Es lo ve ni a , la segund a fu e un a 
g ue rr a d e ind e pe nd e nc ia y, 
a d e m ás , d e b ú squ e d a d e 
hege mo n ía en la reg ió n de la 
exento de cinismo" a nti g ua Yu gos lav ia po r pa rte 
de Se rbi a y de C roac ia. Mi entras 
qu e e l prim e r fac t o r - l a ind e-
p end enc ia- se alcanzó, e l seg und o - la 
búsqu eda de hege mo nía- no q uedó res uelto, y es 
e l e le mento prin c ip a l qu e ay ud a a expli ca r la 
impli cac ió n d e a mb os pa íses e n la g ue rr a d e 
Bos n ia -H e rzegov i na. 
Es ta es, p ues, un a g uerra a tres ba ndas en 
u na d ob le p e rs pec t iva: prim ero, entr e C r oa-
c ia, Se rbi a y Bosnia; seg und o, da da la mezcl a 
inte rco mun a l d e la re p ú b lica bos ni a, es un a 
g ue rra entre se rbios bosni os, croa tas bos nios y 
m u s ulm anes b os ni os qu e d es t aca p o r s u 
crudeza y rec ue rd a a g uerras libra das e n o tras 
zo nas d e l mundo, pe ro qu e se c re ía n o lvid a das 
e n Euro p a: m a t a n zas, v io lac io nes, a sedi o d e 
pu e bl os, sa qu eos, bú s qu e d a d e b o t i n es, 
e tcé te ra. 
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Dos fe n ó me n os, y la Inte rpr e tac lOn m ás 
co m únm ente ace ptada de los mi smos, ll a ma n en 
pa rti cul a r la a tenció n a l a na li za r las g uerra s de 
Bos nia; prim e r o, e l fe n ó m e n o d e la lu c h a 
intercomuna l, qu e vie ne a se r entendida como la 
pro du c ida po r la ag udi zac ió n de los desa ju stes 
qu e se pa ra n a los di stin tos grupos (pertenenci a a 
di fe rentes credos reli giosos -mu sulm á n, ca tó lico 
y cri sti a no ortod o xo - y pe rtenenc ia hi stó rica a 
dife re nt es imp e ri os y, p or t a nt o, tr a di c ió n 
po líti ca y socia l di fe renciadas). El pro bl ema co n 
es t a int e rpr e t ac ió n es qu e p o n e un é nfas is 
exces ivo e n lo qu e a par ece co m o r asgos 
dif e r e n c ia d o r es e ntr e las co munid a d es, 
o lvida nd o tanto los cas i setenta años de vida en 
co mún e n e l inte ri o r d e las f ro nte r as d e u n 
Es tado (lo c ual no es irreleva nte s i reco rd a mos 
los ca mbi os t e rrit o ri a les qu e h a n afec t a d o 
dura nte es te sig lo a la ma yo r pa rte de los países 
e ur o p eos) y p o ni e nd o un s ubra ya d o qui zá 
so br edim e n s io n a d o e n e l as p ec t o r e li g ioso, 
o bvi a nd o qu e, sa lvo po r lo referente a l sustrato 
c ultura l de las diferentes comunida des, el hec ho 
re li g io so n o p a rece se r ta n imp o rt a nte co m o 
factor de ex pli cac ió n del co nfli cto ar mado . 
El segund o fenó meno, deri va do de la mayo r 
intra ns ige nc ia se rbi a a lo la rgo d e la g ue rr a, 
ti e nd e a ente nd e r q ue e l confli cto a rm a d o es 
frut o d e l ex p a n s io ni s m o se rbi o , oc ult a nd o 
implíc ita mente qu e tod as las pa rt es ha n prac -
ti ca do la vio lenc ia y la limp ieza étni ca po r ig ua l, 
a unqu e quiz á n o e n la m is m a pr o p o r c ió n 
numéri ca. 
La ac ti v id a d d e N ac io n es Unid as e n la 
guerra de Bosni a -Herzego vina se ha centrado en 
va ri os as pec tos, to d os e ll os o bj e t o d e c rít ica 
desde va ri os puntos de vista. En pr imer lu ga r, el 
Conse jo de Segurid ad a pro ba ba el 22 de febrero 
la resoluc ió n 80 8 pa ra la c reac ión d e un tribun a l 
es pec ia l intern ac io na l pa ra juzga r los cr ímenes 
de g uerra en la ex Yugos lav ia. Es ta ini cia ti va, 
qu e rec ue rd a a lo tribun a les es pec ial es pos te-
ri o res a la Segund a G uerra Mundi a l, no deja de 
se r un a medida más efec ti sta qu e efecti va . Dado 
qu e la g ue rr a aú n no ha te rmin a d o, y q ue s u 
fi na li zac ió n parece depend er de pactos po líti cos 
co n todos los pro tagon is tas de la mi sma, y no de 
un a vi ctori a mil ita r de Nac io nes Unid as, no de ja 
de res ult a r para dó ji ca la pre te nsió n de qu e re r 
ju zga r p o r c r íme n es d e g ue rr a a los mi s m os 
contertuli os co n los qu e se es tá negoc ia nd o . 
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En segundo lugar, Naciones Unidas decidió 
intervenir por razones humanitarias y centró su 
actividad en dos objetivos: el primero, la 
creación de enclaves de seguridad para seis 
ciudades bosnias (cinco de ellas mediante la 
adopción de la resolución 824 en mayo de 1993 
y una de ellas, Srebrenica, ya acordada el 16 de 
abril por la resolución 819): Srebrenica, 
Sarajevo, Tuzla, Gorazde, Zepa y Bihac. El 
objetivo central de esta iniciativa es proteger a la 
población civil de estas ciudades expuesta no 
sólo al fuego cruzado entre los diferentes 
bandos, sino al drama derivado de la guerra: 
falta de alimentos, medicinas, etcétera. 
Segundo, la creación de corredores 
humanitarios: la presencia de los cascos azules 
de varios países, entre ellos España, servía para 
garantizar el paso de convoyes, por los corre-
dores pactados con las diferentes fuerzas, que 
iban cargados de medicinas y alimentos para 
paliar la difícil situación de la población civil. A 
destacar, en este sentido, que el tema de la 
ayuda humanitaria no deja de ser controvertido, 
pues ni la misma ha llegado a todas las zonas 
que lo necesitaban, o ha llegado tarde (como 
ocurrió en buena medida en Srebrenica, donde 
las tropas de Naciones Unidas encontraron un 
espectáculo dantesco cuando consiguieron 
romper el bloqueo y entrar en la ciudad), o bien 
queda retenida en parte como botín de guerra 
por alguna de las partes; o, también, se ha 
utilizado como instrumento de lamentables 
campañas de imagen, como la protagonizada por 
EEUU en su decisión de finales de febrero de 
lanzar sobre la superficie de Bosnia toneladas de 
medicinas y alimentos (la campaña "Operación 
Cumplir las Promesas" del presidente Clinton), 
de probada ineficacia, pues los productos sólo 
casualmente llegaban a sus destinatarios. 
El tratamiento dado por la comunidad 
internacional al drama bélico en Bosnia no está 
exento de cinismo. Es así que mientras se decidía 
la continuación del embargo económico contra 
Serbia y Montenegro y se ponía en marcha el 
embargo de armas a Bosnia-Herzegovina, la 
ONU decidía a finales de marzo (la resolución 
816 del Consejo de Seguridad) autorizar el uso 
de la fuerza para hacer respetar la zona de 
exclusión aérea para Bosnia decidida en octubre 
de 1992 . La medida, como tantas de las deci-
didas en este año y medio de guerra, no deja de 
ser harto inefectiva en el terreno militar, pues no 
es ésta una guerra que oponga en un territorio a 
grandes fuerzas militares en el medio aéreo o 
naval, sino una guerra de grupos poco contro-
lables, terrestre y de desgaste. 
En tercer lugar, la iniciativa de plan de paz 
conjunta entre aciones Unidas y la Comunidad 
Europea no ha logrado resultados positivos a 
ningún nivel. Durante los primeros meses del año 
las iniciativas internacionales y europeas se 
centraron en conseguir la aprobación del Plan 
Vance-Owen para Bosnia-Herzegovina, que 
preveía la división de la zona en diez cantones. 
Los laboriosos esfuerzos de negociación por parte 
de los mediadores estadounidense y británico 
consiguieron que todas las partes implicadas -los 
presidentes bosnio, croata y serbio- firmaran este 
plan de paz . Sin embargo, en mayo el parlamento 
de los serbios bosnios se negó a ratificar la 
propuesta y se pronunció a favor de la inde-
pendencia de la llamada" República Serbia de 
Bosnia". El referéndum convocado para los días 
16 y 17 de mayo así lo aprobó. 
De esta forma asistíamos en verano a una 
nueva propuesta de plan de paz, esa vez llamado 
Plan Owen-Stoltenberg (el mediador británico de 
la CE y el nuevo mediador de Naciones Unidas ). 
Este segundo plan, que consagraba la idea de la 
partición de un Estado reconocido inter-
nacionalmente y miembro de Naciones Unidas, 
proponía la creación de tres miniestados en 
Bosnia-Herzegovina basados en la diferenciación 
étnico-religiosa: uno croata, uno musulmán y 
uno serbio, siguiendo el acuerdo de una solución 
basada en tres miniestados acordada por los 
presidentes croata y serbio en junio. El nuevo 
plan, producto de una cadena de despropósitos y 
carente de lógica territorial, suponía que el 
supuesto Estado croata, algo más de un 17% del 
territorio de Bosnia-Herzegovina, quedaría 
situado junto a la actual Croacia; el nuevo 
Estado serbio, más del 50 % del territorio, se 
constituiría en dos zonas: una junto a la actual 
Serbia y la otra junto a las áreas controladas por 
los serbios croatas; por último, el Estado 
"musulmán" quedaría integrado por cuatro 
zonas sin contiguidad territorial y cuyas 
interconexiones dependerían de dos accesos 
principales: un corredor entre la parte central 
musulmana y la zona norte de Bihac, cruzando 
territorio serbio, y otro corredor que conectara 
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las zonas tercera y cuarta, entre el á rea de 
Gorazde y la de Srebrenica y Zepa, también en 
zo na serb ia. Este segundo plan proponía asi-
mismo e l acceso a l mar para e l miniestado 
"musulmán" por un corredor entre Mostar y la 
ciudad croata de Ploce, en el mar Adriático, y 
perdería el símbo lo de convivencia intercomunal 
y la capitalidad actual, la ciudad de Sarajevo, 
que pasaría a ser una ciudad desmilitarizada 
controlada por Naciones Unidas. 
El plan, que no ha sido aprobado por todas 
las partes, supone la aceptación de los intereses 
croata y serbio sob re Bosnia-Herzegovina y 
plantea al menos dos problemas de difícil 
so lu ción: quién y cómo ga rant iza lo s corredores 
de comunicación entre las cuatro zonas del 
miniestado "musulmán", y cómo se realiza la 
"ordenación" de población necesaria como paso 
previo a la creación de tres Estados basados en 
la diferenciación étnica en una república 
carac terizada precisamente por su hetero -
geneidad nacional. 
Entretanto, mientras la comunidad 
int ernaciona l parece esperar qu e se 
produzca la victoria militar de 
a lguna de las partes como medio 
"La ONU ha d e acabar con la guerra, los 
intentado, por 
todos los medios a 
su alcance, reducir 
la capacidad 
militar de ¡rak" 
riesgos de internacionali-
zación de la misma, si bien 
controlados hasta el pre-
sente, siguen s iendo e lemen-
tos a considerar al analizar 
las perspectivas de la región. 
Se sigue confiando en Serbia 
para contro lar la disidencia a lba-
nesa en Kosovo, y se mantiene en unos 
márgenes políticamente aceptab les el problema 
de las dos Macedonias (la griega y la del nuevo 
Es tado miembro de aciones Unidas que ha 
empezado a ser reconocido internacionalmente ), 
pero nadie puede garantizar que en el futuro la 
situación no pueda evolucionar negativamente. 
La soberanía limitada de Irak en el 
contexto del Golfo Pérsico 
La carencia de una estructura regional de 
segur id ad para el área del Golfo, en cuya 
creación se comprometieron los países parti -
cipantes en la coa li ción internacional contra Irak 
de 1990-1991, sigue siendo una de las caracte-
320 
rísticas dominantes de esta región. En efecto, 
pese a que el Acuerdo de Damasco de marzo de 
1991 preveía la co laboración de a lgunos países 
árabes (Egipto y Siria), mediante el despliegue de 
tropas a cambio de ayuda financiera, en la 
seguridad de los Estados del Golfo, el conj unto 
de países integrantes del Conse jo de Coope-
ración del Golfo parece haber rechazado, 
finalmente, la iniciativa y preferido que sean 
Estados Unidos, Francia, Reino Unido y Rusia 
quienes gara nticen su seguridad, ya mediante el 
suministro de armas O por medio de acuerdo 
defensivos. Es t a act itud hip o teca la eve ntu a l 
creac ión de la zos de seg urid ad intrarregionales 
en una región tan importante desde el punto de 
vista estratégico: ni se consig ue el objetivo de 
solución regional al problema de la seguridad ni 
se contempla la futura construcción de estrechos 
vínculos entre los diferentes gobiernos árabes. 
La dependencia de seguridad para la zona aún se 
ve más agravada por la no inclusión, en el 
diseño regional dominante, de países tan 
importantes desde todos los puntos de vista 
como Irá n o lrak . Ambos países, s in los cuales es 
difícilmente imaginable la estabi lidad política y 
militar en e l área del Go lfo, han sido mar -
ginados por razones diferentes. Ir án por su 
régimen político de corte marcadamente 
islámico. Ir ak por el acoso internacional que 
vive su régimen político tras sufrir la derrota 
militar de la guerra del Golfo . 
Precisamente, Irak es un país que ha visto 
limit ada su soberanía territorial como con-
secuencia del conflicto armado sos ten id o por la 
lib eración de Kuwait en 1991. E l país, 
condenado como iniciador de la agresión, sigue 
padeciendo una doble imposición: las sanciones 
impuestas por la comunidad internacional, en su 
cada vez más cuestionada representació n en el 
Consejo de Seguridad de aciones Unidas, y las 
limitaciones decididas por las grandes potencias 
(Es tados Unidos, Reino Unido, Francia y Rusia). 
Naciones Unidas ha cen tr ado sus acciones 
en dos aspectos: primero, en reducir especta-
cu larmente las capacidades militares de Ir ak 
mediante el envío de misiones de información y 
verificación de la destrucción de arsena les, 
inspección de plantas industriales de producción 
de armas e investigación sobre la capacidad de 
Irak para disponer de tecnología susceptib le de 
ser utilizada en la fabricación de armas nu -
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c1eares; en segundo lugar, la ONU ha decidido 
modificar, en detrimento de Irak, la frontera con 
Kuwait a partir de enero de 1993: la nueva 
frontera ha sido trasladada unos kilómetros 
hacia el norte, con el efecto de pérdida para Irak 
de la importante base naval de Um Qasr. 
Precisamente, ante la eventualidad de tales 
cambios, fuerzas iraquíes realizaron incursiones 
limitadas, aceptadas por la Secretaría General de 
Naciones Unidas, antes de la entrada en vigor de 
la nueva delimitación territorial el 15 de enero 
de 1993, para recoger materiales militares y 
equipos en esta zona antes neutral y patrullada 
por las fuerzas de la UNIKOM (Misión de 
Observación de las Naciones Unidas para el Irak 
y Kuwait), establecida en abril de 1991. La 
decisión unilateral de Naciones Unidas, no 
aceptada por Irak, plantea un doble problema: 
primero, la permanencia de una reivindicación 
territorial sobre territorio kuwaití, ahora con 
una base diferente (el recorte territorial 
producto de una derrota militar), y cuyos efectos 
de bomba de relojería pueden manifestarse en el 
futuro. Y segundo, la medida afecta a las 
propiedades de ciudadanos iraquíes, que se han 
visto desposeídos de sus tierras en la antigua 
zona fronteriza con Kuwait y cuyos intereses 
han sido lesionados a favor de Kuwait. 
La imposición de zonas de exclusión aérea 
en el interior de Irak por parte de las grandes 
potencias internacionales ha producido 
constantes roces en el terreno militar. Las 
incursiones aéreas de castigo de Francia, Reino 
Unido y, especialmente, Estados Unidos han sido 
la tónica dominante durante todo el año con el 
objetivo de obligar a Irak a respetar las dos 
zonas de exclusión, al norte del paralelo 36 y al 
sur del paralelo 32 respectivamente. 
Las acciones de Estados Unidos no se 
limitaron únicamente a las zonas de exclusión 
aérea, sino que incluyeron la destrucción de 
equipos militares (radares en las proximidades 
de Basara) y ataques contra instalaciones 
industriales y contra la sede de los servicios 
secretos iraquíes en la zona de Bagdad. Estas 
medidas se justificaron con un doble argumento: 
como respuesta a la supuesta continuación del 
programa nuclear iraquí y como represalia a un 
supuesto complot para asesinar al ex presidente 
de Estados Unidos, George Bush, durante la 
visita que realizó a Kuwait a finales del mes de 
abril. Sin embargo, parece más correcto señalar 
que esas acciones militares, moderadamente 
apoyadas por los miembros del Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas, y que incluso 
provocaron una acusación francesa y rusa contra 
Estados Unidos por estar extralimitándose en 
sus actuaciones, no tienen otro objeto que el de 
constatar que la soberanía del gobierno iraquí 
sobre su territorio nacional está restringida por 
la voluntad de algunas potencias internacionales. 
De bido a las características de las operaciones 
militares contra Irak, y a la propia área cubierta 
por las zonas de excl usión aérea, no se puede 
afirmar tajantemente que tales medidas hayan 
sido implementadas para proteger a las zonas de 
mayoría kurda y shií al norte y sur de Irak, si 
bien su existencia tiene el efecto secundario de 
impedir que el régimen de Bagdad intente 
medidas represivas contra estas dos minorías. 
Todo parece apuntar a que la actuación de 
EEUU se guía más por razones de política 
interna (como ya es tradicional en la política 
exterior de ese país) que por las violaciones de 
las condiciones impuestas por la ONU a Irak. De 
hecho, ante las reiteradas afirmaciones 
estadounidenses que intentaban justificar las 
incursiones militares en base a la supuesta 
capacidad nuclear iraquí, la Agencia Inter-
nacional de la Energía Atómica ha confirmado el 
uso civil de algunas instalaciones y la propia 
comisión de encuesta nuclear de Naciones 
Unidas confirmó que el programa nuclear iraquí 
estaba reducido a la nada J • Ello induce a señalar 
que Estados Unidos desea mantener su 
hegemonía político-militar sobre la zona del 
Golfo y que la política aventurista de los líderes 
iraquíes sirvió más que nada para proporcionar 
un argumento con el que mostrar la capacidad 
de resolución internacional de Estados Unidos: 
de hecho, los últimos informes sobre el potencial 
militar iraquí en el momento de la crisis del 
Golfo en 1990 y la supuesta destrucción de 
buena parte de esas capacidades durante la 
guerra de 1991 muestran que el poderío militar 
de Irak fue sobredimensionado y que la 
efectividad militar de la coalición internacional 
fue flagrantemente exagerada'. 
No podemos finalizar la referencia a la 
situación en el Golfo sin mencionar los efectos 
que las sanciones internacionales tienen sobre la 
población iraquí, quien en definitiva está 
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sufriendo el peso de la carencia de alimentos 
suficientes, falta de equipo médico y medicinas y 
destrucción de la infraestructura sanitaria del 
país. Naciones Unidas ha seguido renovando 
cada dos meses el embargo impuesto sobre Irak, 
que tiene efectos devastadores para la economía 
de un país cuya fuente exterior de ingresos 
provenía esencialmente de la venta de petróleo. 
El propio fiscal general de EEUU, Ramsay Clark, 
solicitaba en febrero el levantamiento de unas 
sanciones que estaban produciendo, directa o 
indirectamente, dos mil muertos semanales. No 
deja de resultar paradójico que una comunidad 
internacional, decidida a intervenir por razones 
humanitarias en países con conflictos civiles 
armados, mantenga unas sanciones que 
condenan a la población iraquí a subsistir en 
condiciones lamentables. 
La situación en Asia Central 
En el año 1993 asistíamos por fin al, por el 
momento, final de la guerra civil en Afganistán. 
El país, sumido en la lucha inter-
comunal desde la retirada de las 
"1993 pasará a 
la historia por 
la firma de 
los Acuerdos de 
Washington entre 
Israel y la OLP" 
tropas soviéticas en 1989, había 
vivido renovados episodios de 
lucha armada sin que ninguna 
de las facciones mostrara su 
capacidad política y/o militar 
para ejercer la hegemonía 
sobre el resto de grupos. 
En 1992 se alcanzaba un 
acuerdo de alto el fuego entre 
los dos líderes principales: Masud, 
comandante de las fuerzas no pash-
tunes, partidario del mantenimiento de la 
integridad territorial del país y, por tanto, poco 
deseoso de levantar el fantasma de la partición 
según criterios étnicos; Hekmatyar, líder del 
partido Hezb-i-Islami y de los grupos 
pashtunes. Sin embargo, el conflicto armado se 
reavivó a las pocas semanas hasta la con-
secución de una tregua a mediados de febrero 
de 1993. 
El proceso de negociación que siguió a 
dicha tregua posibilitó finalmente un acuerdo 
por el que los dos grupos armados más 
importantes se distribuían su participación en 
los puestos de mayor representatividad del 
Estado. El nuevo presidente Rabbani, apoyado 
322 
por las fuerzas de Massoud, aceptaba que 
Hekmatyar ocupara el cargo de primer ministro. 
El alto el fuego entre las partes empezaba a 
cumplirse a finales de mayo, salvo en algunas 
zonas del sur del país (la provincia de 
Kandahar). 
No puede resultar extraño que el acuerdo 
de paz de Afganistán fuera firmado en 
Islamabad, la capital de Pakistán, y fuera 
auspiciado por otros dos países, Irán y Arabia 
Saudí. Pakistán, uno de los artífices de la ne-
gociación, había estado aplicando fuertes 
medidas de presión (el cierre de todas las 
oficinas de los muyahidines afganos en 
Pakistán) para sentar en la mesa de nego-
ciación a todas las partes implicadas. Este país, 
que en los años precedentes había apoyado de 
forma muy significativa a Hekmatyar, no 
deseaba la continuación de la dilatada guerra 
civil no sólo por el problema interno que 
representan los miles de refugiados afganos en 
su territorio, sino por el temor a la generación 
de un conflicto étnico interno entre los 
diferentes grupos pashtunes (de procedencia 
pakistaní y afgana) en el país. En buena 
medida, algunos de estos elementos están 
presentes en las consideraciones que realizó 
Irán con respecto a la continuada guerra civil 
en Afganistán: tampoco Irán deseaba levantar 
el fantasma de la confrontación étnica en un 
país de mayoría persa pero con importantes 
minorías kurda y azerí. 
Sin embargo, Asia Central puede verse 
inmersa en otros conflictos civiles derivados de 
la desintegración de la Unión Soviética y de la 
lucha por la hegemonía regional entre las 
potencias medianas del área. En julio, rebeldes 
tadzhikos refugiados en Afganistán lanzaban un 
ataque contra los guardias rusos desplegados en 
la frontera entre Afganistán y Tadzhikistán. De 
momento, el problema fronterizo se ha sol -
ventado tras la firma de un acuerdo entre 
Afganistán y Tadzhikistán a finales de agosto 
para la impermeabilización de la frontera. El 
acuerdo ha sido fortalecido mediante el 
compromiso alcanzado entre cinco países 
miembros de la Comunidad de Estados 
Independientes (Rusia, Kazajstán, Kirguizistán, 
Uzbekistán y el propio Tadzhikistán) para 
enviar tropas de pacificación a la frontera 
tadzhiko-afgana. 
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La inestabilidad en el Cáucaso 
Dos conflictos armados originados en la 
zona del Cá ucaso, e iniciados como consecuencia 
de la desintegración de la Unión Soviética, han 
proseguido a lo largo de este año sin que se 
aprecien signos de solución pacífica, y cuyos 
rebrotes continuados de vio lencia hacen temer 
una mayor inestabilidad en la zona y comportan 
riesgos de expansión a otros Estados del área. 
La guerra de más de cuatro años entre 
Armenia y Azerbaidzhán en la región del Alto 
Karabaj -el enclave armenio en Azerbaidzhán- ha 
proseguido, pese a var ios ac uerdos de a lto el 
fuego, con constantes avances militares armenios, 
que han llegado incluso a alcanzar zonas azeríes. 
También se ha agudizado el conf li cto entre 
armenios y azeríes en la república autónoma de 
Najicheván, un enclave azerí en Armenia. 
Este conflicto armado, librado simu ltáne-
amente en zonas que son, además, contig uas 
territorialmente, comporta graves riesgos de 
internacionalización debido a los intereses 
turcos, rusos y, especialme nte, iraníes, en esa 
región. Por una parte, Armenia está ligada a 
varias repúblicas ex soviéticas (Kazajstán, 
Tadzhikistán, Turkmenistán, Uzbekistán y 
Rusia) por el Tratado de Tashkent de 1992, que 
prevé la ayuda militar a Armenia en caso d e 
ataque armado. Por otra parte, Azerbaidzhán 
mantiene estrechos vínculos políticos y 
culturales con sus dos vecinos de l sur: Turquía, 
país perteneciente a la OTAN y una de las 
grandes potencias regionales, y con Irán, algunas 
de cuyas tropas están presentes en Azerbaidzhán 
para colaborar en la guerra contra Armenia. En 
estas circunstancias cada vez se albergan más 
dudas respecto a las posibilidades de ap li cación 
del Plan de la CSCE (Conferencia de Seguridad y 
Cooperación en Europa) para pacificar la 
región, y todo parece mostrar que recaerá en 
manos regionales la eventual solución a estos 
contenciosos territoriales. 
El otro gran confl icto armado en el Cáucaso 
es el de Georg ia. Una vez estancado el problema 
de Osetia, donde los separatistas de Osetia del 
Sur, región autónoma integrada en Georgia, 
perseguían la unificación con la región autónoma 
de Osetia del Norte, integrada en Rusia, la guerra 
civi l ha continuado en dos frentes distintos y con 
protagonistas diferentes. Primero, en Abjaz ia, 
donde los separatistas, apoyados por Rusia y por 
la Confederación de Pueblos del Cáucaso Norte, 
lanzó a mediados de julio diversas ofensivas 
contra las fuerzas gubernamenta les. Segundo, en 
Georgia occidental, e l feudo del ex presidente 
georgiano Gamsajurdia, exiliado durante un 
tiempo en Chechenia, desde donde éste reinició a 
partir de septiembre sus operaciones militares 
contra el gobierno de Georgia. 
La so lución a l confli cto podría derivar de la 
significac ión futura del acuerdo de alto el fuego 
para Abjazia firmado en julio por los presidentes 
ruso, Ye ltsin, y georgiano, Shevardnadze, que 
parece confirmar la aceptac ión georgiana de un a 
cierta hegemonía rusa sobre la zona . Si ello es 
así, e l problema en Georgia occidental se 
limitaría en términos políticos y militares. 
El frágil proceso de paz en Oriente Medio 
Sin lugar a dudas, el mes de septiembre de 
1993 pasará a la historia por una imagen no por 
más deseada menos sorp rendente: la del primer 
ministro israelí Rabin y el presidente de la OLP 
(Organización para la Liberación de Palestina), 
Yasir Arafat, juntos en la firma de los Acuerdos 
de Washington. Las negociaciones de Oslo ent re 
la OLP y el gobierno israelí, que han transcurrido 
de forma paralela a las del proceso de paz de-
rivado de la Conferencia de Madrid, tu vieron su 
punto cu lmin ante en la Declaración del 10 de 
septiembre, por la que ambas partes se recono-
cían mutuamente. El segundo paso, si ca be más 
especta cu lar que el primero, se alcanzaba el día 
13 en Washington, mediante la fi rm a de una 
Declaración de Principios que estab lece la 
creación de una Autoridad Interina de auto-
gobierno palestino en forma de un Consejo 
Palestino electo para Cisjordania y Gaza, por un 
período transicional no superior a cinco años, 
que conduzca a un acuerdo permanente entre 
palestinos e israelíes basado en las Resoluciones 
242 y 338 del Consejo de Seguridad de Naciones 
Unidas, aprobadas en 1 967 y 1973 respecti-
vamente. Los cinco años del período de transición 
empezarían a partir de los cuatro meses 
posteriores a la firma de un acuerdo sobre la 
retirada militar israelí de J ericó y Gaza, 
inicialmente prevista para el 13 de diciembre de 
1993; por tanto, el período transicional 
comenzaría en la primavera de 1994. 
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El acuerdo de septiembre es, no obstante su 
importancia simbólica, suficientemente impre-
ciso en varios de sus puntos como para gene rar 
lecturas políticas diferentes. En primer lugar, 
subsiste la polémica sobre el texto de las 
resoluciones del Consejo de Seguridad de 
aciones Unidas respecto a la exigencia de 
retirada israelí de "los territorios ocupados" o 
de "territorios ocupados" (según sea la versión 
francesa o inglesa). En segundo lugar, la ll amada 
"área de Jericó" no aparece precisada en ningún 
momento, lo que ha generado una d isputa entre 
palestinos e israelíes acerca de la definición 
geográfica de la zona cubierta por el acuerdo, si 
bien, ya que en e l mismo aparecen referencias 
respecto a la coordinación entre palestinos e 
israelíes sobre el paso a Jordania (A nexo 11 del 
acuerdo), puede entenderse que los palestinos 
tendrían un cierto control del puente Allenby 
sobre e l río Jordán, y que esta zona pudiera 
estar incluida en el área de Jericó. Los 
desacuerdos sobre este punto -el área geográfica 
de Jericó y el control de las fronteras con 
Jordania y Egipto- son una de las ra-
zones que, precisamente, ha 
"Sin acuerdo 
político con Siria no 
habrá acuerdo con 
eL Líbano, donde 
conducido al aplazamiento de la 
en trada en vigor del acuerdo. 
En tercer lugar, el 
acuerdo prevé la creación de 
una policía palestina encar-
gada de la seguridad interior 
de los palestinos en los terri-
IsraeL mantiene una 
franja de seguridad" torios ocupados como paso 
previo a l repliegue militar israelí 
de los mismos. También las dife-
rencias de puntos de vista con referencia 
a las competencias de cada parte han impedido 
la concreción de este punto. 
En cuarto lugar, el acuerdo de septiembre 
prevé en su anexo III un protocolo de coope-
ración israelo-palestina en programas de 
desarrollo económico en varios aspectos: agua, 
electricidad, energía, finanzas, transportes y 
comunicac io nes, comercio, industria, relaciones 
laborales, recursos humanos y medios de 
comunicación. Dada la penuria económica de 
estas áreas, en particular en la franja de Gaza " 
el tema de la financiación vía inversiones 
internacionales, previsto en el apartado 4 del 
anexo II, se convierte en fundamental. El costo 
d e las inversiones necesarias para garantizar el 
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desarrollo económico de estas zonas va ría según 
las fuentes: según un informe del Banco 
Mundial, son necesarios tres mil millones de 
dólares en un período de diez años; la UNCTAD 
(Conferencia de las Naciones Unidas para el 
Comercio y el Desarrollo) eleva la cifra para el 
mismo período a un a cantidad que osci la entre 
los siete y los diez mil millones; por último, un 
informe conjunto de la U ESCO (Organización 
de las Naciones Unidas para la Ed ucación, la 
Ciencia y la Cu ltura) y organizaciones palestinas 
apunta la necesidad de más de once mil millones 
de dólares só lo hasta el año 2000. De momento, 
varias organizaciones y países han manifestado 
su vo luntad de co laborar en las inversiones 
(Japón y Estados Unidos podrían aportar hasta 
450 millones de dólares en los próximos do 
años, y la Unión Europea ha decidido contribuir 
con 600 millones en los cuatro alios futuros), 
pero estas cantidades parecen a todas lu ces 
insuficientes para las necesidades de estas áreas. 
Las dificultades en la implementación del 
acuerdo de septiembre no emanan solamente de 
las diferentes interpretaciones políticas del 
texto. Desde e l propio movimiento palestino, 
tanto en el interior como en el exterior de los 
terri torios oc up ados, varias orga ni zacione se 
han manifestado activamente en contra de un 
acuerdo que les parece insuficiente para 
alcanzar e l objetivo de un Estado palestino 
i ndepend ien te. 
Cabe albergar dudas respecto a la 
capacidad de los sectores de la OLP defensores 
del acuerdo (fundame nta lmente el grupo de Al 
Fatah liderado por Arafat) de mostrar su 
hegemonía sobre el resto de gr up os palestino. 
En primer lugar, la contestación ha emergido de 
los propios territorios ocupados, alrededor del 
grupo Hamas; la violencia ejercida por Israel 
contra los simpatizantes de este grupo 
(recordemos la expu lsión de cuatrocientos 
pa lestinos acusados de pertenecer a la 
organización Hamas hacia territorio libanés a 
finales de diciembre de 1992, los cuales sólo al 
cabo de un año han sido autorizados a retornar 
a Israe l, para ser juzgados, pese a la exigencia de 
repatriación representada en la Resolución 799 
del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas) y 
la lucha contra destacados militantes de Han/as 
en los últimos meses no ha hecho más que 
agudizar la confrontación interna entre 
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palestinos y entre éstos y los israelíes en los 
territorios ocupados . Por otra parte, la contes-
tación también ha incluido a sectores palestinos 
no islamistas significativos de dentro y fuera de 
la OlP (como el Frente Democrático para la 
liberación de Palestina de Hawatmeh, integrado 
en el Consejo Nacional Palestino), hechos que 
han contribuido a agravar el frágil proyecto 
político de la OlP, económicamente estran-
gulada tras la Guerra del Golfo de 1991 y 
sometida a presiones de todo tipo que pudieran 
provocar una renuncIa a su idea de Estado 
palestino independiente. 
También desde la propia sociedad israelí, 
los grupos más conservadores y los más de cien 
mil colonos israelíes de los asentamientos en los 
territorios ocupados ven peligrar su futuro y su 
proyecto político si se produce el anunciado 
cambio político hacia una mayor autonomía 
palestina. Estos sectores han ido evolucionando 
en los últimos meses hacia acciones de "auto-
defensa" armada muy negativas para la im-
plementación del acuerdo de septiembre y que 
ponen en dificultades adicionales al gobierno de 
Rabin, que, enfrentado a grupos políticos 
conservadores no partidarios de acuerdos con la 
OlP, podría sumergirse en una crisis de 
resultados políticos imprevisibles. 
En resumen, el acuerdo Israel-OlP de 
septiembre de 1993 va a ser un pacto de difícil 
aplicación por el grupo de factores ya señalados. 
El problema del calendario, y su cumplimiento, 
no es de los menos preocupantes, por lo que 
conlleva de simbólico especialmente para los 
palestinos. Sin lugar a dudas, Israel, en posición 
de fuerza, no desea arriesgarse a un arreglo poco 
hilvanado que le pudiera plantear conflictos 
adicionales en un futuro inmediato. Pero el 
mayor riesgo lo asume la OlP. Un retraso 
dilatado en la puesta en marcha del "experi-
mento" en Gaza y Jericó puede reducir peli-
grosamente la capacidad de liderazgo de Arafat 
en unos momentos especialmente delicados, 
dadas las expectativas creadas en la población 
palestina de los territorios ocupados. El riesgo 
de olvido por parte de la comunidad in-
ternacional, especialmente por las grandes 
potencias, demasiado preocupadas por otros 
temas de la agenda, la falta de solidez 
institucional regional y la carencIa de 
interlocutores regionales válidos para Israel (ni 
la liga Árabe ni otras organizaciones sub-
regionales serían aceptadas) pueden hacer 
peligrar lo ya alcanzado y desencadenar una 
mayor radicalización de los diferentes grupos 
políticos actores en el conflicto. 
Por otra parte, el difícil proceso negociador 
iniciado en 1992 en la Conferencia de Madrid se 
sigue caracterizando por la carencia de acuerdos 
entre varios de los principales actores implicados. 
En efecto, el proceso de paz en su doble 
perspectiva bilateral y multilateral se ha 
caracterizado por la falta de avances signi-
ficativos entre los Estados árabes e Israel. Al 
margen de la rumorología sobre la eventualidad 
de un acuerdo entre Israel y Jordania -el punto 
menos conflictivo y de más fácil concreción-, en 
el frente político negociador entre Siria e Israel y 
el Líbano e Israel ha habido una total carencia 
de avances significativos. Indudablemente, la 
solución que podría desbloquear esta situación 
es un acuerdo entre Siria e Israel sobre los Altos 
del Galán, pero en este tema las posturas 
parecen estar lejos del acercamiento. Por un 
lado, Siria insiste en la completa devolución del 
área del Galán, reclamando el completo 
cumplimiento israelí de las Resoluciones 242 y 
338 del Consejo de Seguridad de Naciones 
Unidas. Por otra parte, Israel no parece estar en 
disposición de devolver a los sirios esta área tan 
importante desde el punto de vista estratégico 
sin garantías de seguridad por parte de Siria y de 
la comunidad internacional. 
Y, evidentemente, sin acuerdo político con 
Siria no habrá acuerdo político con el Líbano, 
donde Israel mantiene el control de una franja 
de seguridad en el sur del país que le permite 
realizar con facilidad incursiones de represalia 
contra las bases de los grupos opuestos a su 
política en el Líbano (el Hezbollah libanés) o 
contra disidentes de la OlP. A finales de julio, 
Israel lanzaba la mayor ofensiva militar contra 
el sur libanés desde 1982 contra las milicias de 
Hezbollah y las bases del Frente Popular de 
Liberación Palestina-Comando General. El alto 
el fuego se produjo como resultado de la 
mediación de Estados Unidos y tras la 
aceptación por parte sirio-libanesa de controlar 
las actividades de estos grupos en el sur' , que 
vendría facilitado por el despliegue del ejército 
libanés en el área controlada por la UNIFll 
(Fuerza Provisional de las Naciones Unidas en el 
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Líba no). El pro bl ema, Sin e mba rgo, es q ue los 
a taq ues es po rád icos de g rupos pa les t inos y d e 
las milic ias shi íes de Hezbollah se ha n repetid o 
de fo rm a continua da. Si Is rae l pros igue co n s u 
p o lí ti ca d e re pr esa li as co ntra e l s ur li ba n és, 
p o dr ía m os as is tir e n un futur o p r óx im o a l 
en fr entamiento directo entre las tropas israe líes 
y e l e jé r c i to lib a n és, qu e co ntr o la n á r eas 
conti guas en el sur del país . 
Ev id e nt e m e nt e, es la p o bl ació n c iv il 
li ba nesa la qu e más s ufre las co ns ec uenc ias d e 
es t e co n fli c t o a r ma d o . La s itu ac ió n socia l y 
eco nó mi ca en el sur del Líba no es tan dra má tica 
d eb id o a l co nsta nte es tado de guerra en la zon a 
d esde hace q uin ce años, qu e di fíc ilmente, si n o 
se ha ll a un a so lució n ace pta bl e pa ra las pa rtes, 
se podrá n emprend er las ta reas de reco nstrucc ió n 
de la regió n en las q ue ya se ha n co mp ro metid o 
los pa íses de la Liga Ára be (co n ca ntidades q ue 
pu e d e n s up e r a r los quini e nt os mill o n es d e 
dó la res). 
Algunas reflexiones finales 
Tras es te repaso po r los principa les conflictos 
a rm ados de 1993 , va le la pena incl uir a modo de 
co nclusió n a lgun as líneas de refl ex ión ace rca de la 
perce pci ó n de las ca usas de es tos co nfli ctos y la 
mane ra de interve nir en los mi smos . 
La prim e ra re fl ex ió n h ace refe re n c ia a l 
s upu es to a uge del nac io na li smo exace rbado y a l 
inc remento de las di sputas é tni cas como ca usas 
ex pli ca ti vas d e a lg un os co n fli c to s. El d e ba t e 
so bre la releva ncia de estos pro blemas en muchos 
co nfli ctos intern ac io na les no co nstitu ye nin gun a 
novedad. Lo impo rta nte es qu e esos fac to res, qu e 
co la bo ran en la gé nes is de los co nflictos, se hayan 
pu es t o d e ma nifi es t o e n á reas d o nd e se c reía 
s up e rad a la ri va lid ad étni ca y la co nstrucc ió n 
esta ta l pa recía conso lidada (G riffith s, 1993). Sin 
e mba rgo , lo qu e los hechos se ha n enca rgado de 
co n ta ta r es qu e no hay ningun a regió n, y muc ho 
m e n os E ur o p a, e n la qu e n o es t é n pr ese ntes 
pro blemas de mino rías nac io na les o irredenti smos 
irres ue lt os de bid o a impe rfec t os trazados d e 
fro nteras. Ell o no debiera hace r o lvida r qu e tras 
los conflic tos de este tipo se esco nd en a mbi cio nes 
de poder po r pa rte de uno o varios Es tados, qu e 
so n las qu e co ndicio na n, mucho más q ue la difícil 
co n vive nc ia entr e co munid a d es di fe rentes, e l 
es ta llido de conflictos a rm ados. 
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La seg und a r ef lex ió n se r e fi e r e a las 
pos i bil idades de interve nción po i ítico -m i lita r en 
estos co n fli ctos. Co mo ha n se ña la d o a lg un os 
a utores (S tedm a n , 1993), e l crec ien te deseo de 
inte rve nció n ti ene su o ri ge n más inmedia to en el 
tr iun fo de la coa li ció n intern acio na l contra [rak 
dura nte la cri s is del Go lfo de 1990- [ 99 1 yen la 
intervenc ió n hum a nita ri a a favo r de la pob lac ió n 
kurd a qu e sigu ió a la victo ri a militar, s i bi en , en 
e l caso de Ir a k , es t a seg un da intervenció n de 
"i m pos ició n de la paz" fue poster io r -y és ta es la 
clave de su efec ti vidad- a un a victor ia m ilita r . 
El "a bu so" d e l interve nc io ni s m o d e Na-
c io n es Unid as s in v ic t o r ia milit a r prev ia e n 
mu c hos co nflictos civil es y reg io na les (con o s in 
la co labo rac ió n de Nac io nes Unidas) nos ll eva a 
rea li za r dos tipos de co nside rac io nes. Prime ro, 
có m o se pu ed e n r ea li za r t a r eas pr o pi as d e 
" impos ic ió n de la paz" (no se puede sos tener la 
id ea de " ma ntenimien to de la paz" en mu c has 
de las o perac io nes ac tu a les de ac io nes Uni das) 
s in qu e haya un di se ñ o p o líti co c la ro y un a 
vo luntad po líti ca d e impo ne r ese d ise l o a las 
pa rtes. Segund o, có mo pu ede n las tr o pas que 
cumplen ma ndatos de Nac io nes Uni das ll eva r a 
ca b o t a r eas d e " imp os ic ió n d e l a p az" s In 
pre vi a m ente imp o n e rse milit a rm e nt e e n los 
confli c tos a rm ados. 
O bvia mente, no hay resp uestas ce rrada a 
estas c ues ti o nes. Pe ro q ui zá res ulta r ía pos it ivo 
a bunda r en esta línea de a ná lis is, a fi n de lograr 
un a m ayo r eficac ia e n las inte r ve nc io nes de 
Nac io nes Unid as , con el o bj et ivo de p ri o ri za r y 
do ta r de ma yo r co herenci a po líti ca a las ta reas 
de la o rga ni zac ió n en el ca mp o de la paz y la 
seguridad intern ac io na les . 
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Notas 
1. Con este objetivo el gobierno británico 
decidió a mediados de año levantar el embargo 
de venta de armas al gobierno angoleño. Ver 
Keesing's, Vol. 39, 7/8: 39584. 
2. El 27 de agosto de 1993 las tropas 
estadou nidenses capturaron a un grupo de 
trabajadores de Naciones Unidas, que colabora-
ban en tareas de ayuda, al confundirles con segui-
dores de Aidid . Ver Keesing's, Vol. 39, 7/8: 39586. 
3. También vale la pena mencionar que ante 
la s re iteradas acusaciones de Estados Unidos 
contra Irak por su supuesta capacidad nuclear, 
las autoridades de la Agencia Internacional para 
la Energía Atómica han solicitado bien las 
pruebas de tales informaciones o el cese de la 
divulgación de desinformaciones. 
4 . Por ejemplo, un informe de la admi-
nistración estadounidense dado a conocer en 
agosto de 1993 indicaba que el número de 
buques supuestamente destruidos por la coali-
ció n internacional era tre s veces mayor al 
poseído por Irak, y que el número de lanzadoras 
d e misiles Scud supuestamente destruido era 
cuatro veces superior al número real desplegado. 
Ver Keesing's, Vol. 39, 7/8 : 39616. 
5. Mientras que, para el año 1990, en Israel 
el PNB (Producto Nacional Bruto) per cápita se 
acercaba a los 11.000 dólares anuales, en Gaza 
no alcanzaba los 500 y en Cisjordania apenas 
sobrepasaba los 1.000. Ver Britannica World 
Data 1993, pp. 794 y 796. 
6. El acuerdo no ha sido pu blicado, pero 
los movimientos políticos y militares posteriores 
así parecen demostrarlo. 
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